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Recurso de Queja

186/2021

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a 3 tres de febrero de 2022 dos mil veintidós.
V I S T O, para resolver el toca 186/2021, relativo al RECURSO DE QUEJA interpuesto por  ELIMINADO , en contra de la resolución dictada el 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital, en el expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Hipotecario, promovido en su contra por  ELIMINADO  representado por su Apoderada Legal  ELIMINADO , en su carácter de cesionaria de  ELIMINADO , por el cual determinó que resultó fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora.
R E S U L T A N D O

PRIMERO. La resolución impugnada, en sus puntos resolutivos, a la letra dice:
“PRIMERO.- Resultó fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora.
SEGUNDO.- Como consecuencia, se condena a la parte demandada, a pagar al actor la suma de $409,844.42 (Cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios, cuantificados desde uno de Junio de dos mil diecisiete, hasta el treinta de Junio de dos mil veinte, inclusive, a razón de un 13.7% anual. 
TERCERO.- Se concede a la parte demandada el término de tres días contados a partir de que cause ejecutoría esta resolución para hacer el pago de las cantidades aprobadas. 
CUARTO.- Notifíquese por lista.”
SEGUNDO. Inconforme con la anterior interlocutoria compareció  ELIMINADO , mediante escrito recibido el 4 cuatro de octubre de 2021 dos mil veintiuno, a interponer recurso de queja.
TERCERO. Por auto de Presidencia de 4 cuatro de octubre de 2021 dos mil veintiuno, se reservó la admisión del recurso de cuenta, hasta en tanto obrara en el expediente el informe a que se refiere el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí
, ordenándose dar vista a la parte actora.
Por acuerdo de 20 veinte de octubre de 2021 dos mil veintiuno, se tuvo a  ELIMINADO , a través de su Apoderada Legal  ELIMINADO , por desahogando la vista que se le dio en su carácter de cesionario de los derechos de crédito y litigiosos de la parte actora.
Mediante proveído de 13 trece de enero de 2022 dos mil veintidós, se tuvo a la licenciada Sara Hilda González Castro, Juez Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital, por rindiendo el informe solicitado, así como por acompañando en copia certificada testimonio de constancias deducidas del expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por  ELIMINADO  representado por su Apoderada Legal  ELIMINADO , en su carácter de cesionaria de  ELIMINADO ; asimismo, previa certificación de los términos de interposición, se admitió el recurso en estudio y, al no existir trámites procesales pendientes de desahogar, se citó para resolver, ordenándose turnar el toca a la Magistrada maestra Adriana Monter Guerrero, a quien por razón de turno le correspondió formular el correspondiente proyecto de resolución, siendo recibido el 21 veintiuno de enero de 2022 dos mil veintidós; y, 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es competente para conocer del presente recurso, atento a lo establecido por el artículo 14, fracción XIV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí
, en relación con el artículo 973, último párrafo, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, al interponerse la queja en contra de una interlocutora dictada en ejecución de sentencia por un Juez de Primera Instancia, especializado en materia civil.
SEGUNDO. La substanciación del presente asunto se encuentra apegado a lo preceptuado por los artículos 971, fracción II
 y 973 de la Ley Adjetiva Civil. 
TERCERO. La quejosa  ELIMINADO , expresó los siguientes agravios:
“…En la sentencia dictada por el C. juez primero del ramo civil, (fojas 136 y 137) del expediente, este considera en relación a la ejecución de la sentencia lo siguiente; 
Finalmente, en lo que hace a la ejecución de la garantía hipotecaria que se otorgó en el contrato que nos ocupa, es de decírsele a la actora que por el momento no ha lugar a pronunciarse al respecto, toda vez que tal medida sería ante el incumplimiento de la parte demandada a la presente sentencia, por lo que hace al encontrarnos ante la presencia de un hecho futuro e incierto, la ejecución en cita, deberá solicitarse en el momento procesal oportuno y ante el incumplimiento por parte de la demandada a la sentencia que nos ocupa.

Consideraciones estas, que se relacionan, impactan y aplican directamente con el resolutivo octavo, según los propios términos del resolutor:

Octavo: Por las razones expuestas en esta sentencia, por el momento no ha lugar a decretar la ejecución de la garantía hipotecaria otorgada en el contrato fundatorio.

La verdad y certeza en el derecho.

La certeza en Derecho respecto a la sentencia dictada por el Juez, alude a la ausencia de dudas sobre la verdad de lo afirmado, SOBRE LAS NORMAS A APLICAR, sobre el alcance de las atribuciones de las partes y de la IMPARCIALIDAD DEL JUZGADOR, etcétera, lo que es consecuencia del principio de seguridad jurídica.
Una recta interpretación del apartado en estudio, nos lleva a concluir lo siguiente: 

PRIMERO: El Juez determinó como requisito Sine qua non que la ejecución de la sentencia solo se daría, a saber, ante el incumplimiento por parte de la suscrita a la sentencia, por él dictada, es decir primero tendría que darse dicho incumplimiento para posteriormente poder entrar a lo que es la ejecución de la sentencia en forma forzosa. 

SEGUNDO: El Juez resolutor no estableció a partir de cuándo o en qué momento la suscrita debería realizar el pago voluntario de las prestaciones a que fui condenada en la sentencia.

TERCERO. - El Juez resolutor no estableció cual era el termino (sic) para que la suscrita realizara el pago voluntario de las prestaciones a que fui condenada en la sentencia. 

De lo anterior se concluye que, se dejó a las partes, la interpretación de la norma aplicable, respecto del resolutivo octavo aquí plasmado, lo cual no es común, en una sentencia firme e inatacable, cosa que de acuerdo a la IURA NOVIT CURIA del juzgador correspondía a este y no a las partes y por lo tanto invoco la siguiente JURISPRUDENCIA OBLIGATORIA cuyo texto y rubro son del contenido siguiente; 

Registro digital: 2021124. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materia(s): Constitucional, Común. Tesis: XIX.1o. J/7 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 72, Noviembre de 2019, Tomo III, página 2000 
TIPO: JURISPRUDENCIA

PRINCIPIOS DE PREVALENCIA DE INTERPRETACIÓN Y PRO PERSONA. CONFORME A ÉSTOS, CUANDO UNA NORMA GENERA VARIAS ALTERNATIVAS DE INTERPRETACIÓN, DEBE OPTARSE POR AQUELLA QUE RECONOZCA CON MAYOR AMPLITUD LOS DERECHOS, O BIEN, QUE LOS RESTRINJA EN LA MENOR MEDIDA.
Cuando una norma pueda interpretarse de diversas formas, para solucionar el dilema interpretativo, debe atenderse al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en virtud del cual, las normas relativas a los derechos humanos deben interpretarse de conformidad con la propia Constitución y los tratados internacionales de los que México sea Parte, lo que se traduce en la obligación de analizar el contenido y alcance de esos derechos a partir del PRINCIPIO PRO PERSONA; de modo que ante varias alternativas interpretativas, se opte por aquella que reconozca con mayor amplitud los derechos, o bien, que los restrinja en la menor medida. De esa manera, debe atenderse al principio de prevalencia de interpretación, conforme al cual, el intérprete no es libre de elegir, SINO QUE DEBE SELECCIONARSE LA OPCIÓN INTERPRETATIVA QUE GENERE MAYOR O MEJOR PROTECCIÓN A LOS DERECHOS.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

Incidente de inejecución de sentencia 4/2018. 20 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Fernández de la Mora. Secretario: Jesús Desiderio Cavazos Elizondo.

Incidente de inejecución de sentencia 5/2018. 20 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Fernández de la Mora. Secretario: Jesús Desiderio Cavazos Elizondo.

Incidente de inejecución de sentencia 6/2018. 20 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Fernández de la Mora. Secretario: Jesús Desiderio Cavazos Elizondo.

Incidente de inejecución de sentencia 7/2018. 20 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Fernández de la Mora. Secretario: Jesús Desiderio Cavazos Elizondo.

Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de Amparo 19/2018. 28 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Fernández de la Mora. Secretario: Jesús Desiderio Cavazos Elizondo.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, SE CONSIDERA DE APLICACIÓN OBLIGATORIA A PARTIR DEL LUNES 25 DE NOVIEMBRE DE 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Ahora bien, a fin de dar cumplimiento a LA JURISPRUDENCIA OBLIGATORIA invocada por la suscrita, me permito establecer cuál es la norma aplicable a la ejecución de sentencia respecto del inicio y termino para que la suscrita la cumpliera en forma voluntaria, de lo cual, como ya se estableció, el Juez fue omiso, de modo que, ante las alternativas interpretativas de la suscrita, se opte por aquella que reconozca con mayor amplitud mis derechos o los restrinja en la menor medida, seleccionare la opción interpretativa que genere mayor o mejor protección a mis derechos, por supuesto sin apartarme de las normas que rigen el procedimiento en ejecución de sentencia. 
1° Las sentencias que requieren ejecución son las de condena, como en el caso en estudio, en que se ordenó a la suscrita enjuiciada realizar una conducta de dar, o sea, cumplir en un plazo determinado (en la especie esto no aconteció por parte del Juez) con una condena líquida y en uno posterior con otra condena no líquida derivada de la planilla de regulación de intereses.
2° Luego, para que opere la disposición del derecho para pedir la ejecución de una sentencia, es decir, que materialmente y sin interrupciones legales pueda válidamente ejercitarse, deben satisfacerse los siguientes presupuestos: 
a) tratándose de una sentencia definitiva, el actor no puede ejecutarla, sino hasta que el expediente esté en poder del Juez ejecutor (no de la Sala, pues ésta no ejecuta la sentencia);
b) con independencia del contenido de la sentencia, ésta se encuentra sub júdice, hasta que se le devuelva jurisdicción al Juez para que la ejecute; y,
c) por consiguiente, es hasta que el Juez ejecutor la recibe, cuando válidamente se puede hacer efectivo el contenido de la sentencia. 
Ahora bien, para ejecutar una sentencia que establece una condena y un plazo voluntario para cumplirla, debe tomarse en cuenta, en principio, la fecha en que recibió los autos el Juez ejecutor y que dio a conocer a través de la notificación respectiva al potencial ejecutante, asimismo, la notificación al condenado.
En el presente caso lo anterior no aconteció, el Juez, en la sentencia, como se ve, no estableció a partir de cuándo la suscrita debería cumplir voluntariamente con el pago a las prestaciones a que fui condenada, aunado a lo anterior que tampoco señalo plazo para tal efecto. 
Luego para que dé inicio la ejecución de la sentencia, como así lo resolvió el juez en su sentencia, es menester que se realice el requerimiento que más encuadre en esta emisión del juzgador, y, por lo tanto el legislador local previo lo anterior, precisamente en el artículo 982 del Código de Procedimientos Civiles del estado el cual invoco para dar cumplimiento al principio PRO PERSONA estudiado líneas arriba: 
lo (sic) que al encontrarnos ante la presencia de ELIMINADO un hecho futuro e incierto la ejecución en cita, deberá citarse en el momento procesal oportuno y ante el incumplimiento por parte de la demandada a la sentencia que nos ocupa.
ART. 85.- ELIMINADO Tampoco podrán los jueces y tribunales variar ni modificar sus sentencias después de firmadas, pero sí aclarar algún concepto o suplir cualquiera omisión que contengan sobre punto discutido en el litigio.

ART. 982.- Cuando se pida la ejecución de sentencia, EL JUEZ SEÑALARÁ AL DEUDOR EL TÉRMINO IMPRORROGABLE DE CINCO DÍAS para que la cumpla SI EN ELLA NO SE HUBIERE FIJADO OTRO TÉRMINO PARA ESE EFECTO. 
A diferencia de las sentencias declarativas o constitutivas, las sentencias de condena suelen ser insuficientes en sí mismas, para restablecer el derecho y satisfacer la pretensión de la parte vencedora, PUES REQUIEREN DEL CUMPLIMIENTO O NO, POR PARTE DEL VENCIDO;
Esta es precisamente la razón, de la importancia de la aplicación en el presente juicio del articulo anteriormente transcrito, consistente en el requerimiento de la autoridad para el pago voluntario, pues es evidente que IMPACTA DIRECTAMENTE CON LA PLANILLA DE LIQUIDACION PROMOVIDA POR LA ACTORA y que aquí se recurre por las violaciones procesales que a continuación se determinara con toda precisión.
En la práctica judicial, cuando se requiere al enjuiciado para que en cinco días cumpla la condena impuesta con apercibimiento de que se procederá a dictar auto de ejecución a petición del actor, la parte vencida puede asumir tres posibilidades: cumplir voluntariamente, cumplir después del requerimiento o no cumplir.
cumplimiento voluntario 

I.- Si el juez resolutor, a petición de la parta actora, en términos del artículo 982 citado, hubiese requerido a la suscrita por el pago voluntario a las prestaciones a que fui condenada y dentro del término voluntario hubiese liquidado la suerte principal, en razón de que estaba impedida para realizar el pago de una cantidad líquida, es inconcuso que desde el inicio de dicho pago, aplicado a la suerte principal dejarían de correr los intereses a que fui condenada y la parte actora solo, podría reclamar los mismos (EN TERMINOS (sic)  DEL ARTICULO (sic) 991 de la ley adjetiva civil y ya no tendría aplicación el artículo 990 de la ley invocada, como se estudiara más adelante) a partir de dicha liquidación Y POR LO TANTO LA PLANILLA PRESENTADA A JUICIO POR LA PARTE ACTORA SERÍA POR UNA CANTIDAD MENOR, luego la falta de dicho requerimiento impacta directamente en la esfera jurídica de la suscrita y repercute directamente en mi patrimonio, por la violación procesal en que incurrió el Resolutor, contemplada en los artículos constitucionales 14 y 16, además, porque, como se ve, viola directamente la sentencia ejecutoriada, considerada como verdad legal. 
II Si el juez resolutor, a petición de la parta actora, en términos del artículo 982 citado, hubiese requerido a la suscrita por el pago voluntario a las prestaciones a que fui condenada y dentro del término voluntario hubiese liquidado la suerte principal, y posteriormente en concordancia con el numeral 76 de la ley adjetiva civil procediera a esclarecer el pago de intereses con la parte actora, es incuestionable que una vez realizado el pago de ambas prestaciones el Juicio concluiría Y LA PLANILLA QUE SE COMBATE SERIA INEXISTENTE.

Esta es Precisamente la razón que, de acuerdo a la exposición de motivos del legislador local, se incluyera el numera 982, en la ley adjetiva para su aplicación, de acuerdo los siguientes fines.

A). - Dar oportunidad a la perdidosa del juicio, a recuperar su patrimonio ya sea mueble o inmueble (otorgamiento de escrituras, hipotecario, ejecutivo mercantil, etc.) liquidando dentro de 5 días las prestaciones de dar a que fue condenada. 
B). - Dar oportunidad a la acciónate del juicio para obtener su pago inmediato y así evitar perdida de esfuerzo, tiempo y dinero, EN VIRTUD DE QUE EL FIN DEL JUICIO HIPOTECARIO NO ES LA ADJUDICACION DEL INMUEBLE Y SI OBTENER EL PAGO DE LAS PRESTACIONES., 

C). - Dar oportunidad al PROPIO JUEZ del juicio, para dedicar tiempo a juicios no concluidos. 

III.- INCUMPLIMIENTO.- Este es precisamente el momento y no otro, para forzar a la ejecución, (siempre y cuando se encuentren en cantidad liquida las prestaciones a que fui condenada, como se detallara más adelante), mediante la vía de apremio. Por lo cual, se dice, LA SENTENCIA CONDENATORIA SIRVE DE BASE AL PROCESO DE EJECUCION, que es el conjunto de actos dirigidos a lograr la eficacia práctica de los derechos de la parte vencedora mediante el empleo de medios ejecutivos contra el vencido. 

A fin de establecer con precisión cual es el criterio del juez resolutor respecto de este apartado, me permito establecer lo siguiente: 

ACTUACIONES QUE OBRAN EN AUTOS

Una vez que fueron remitidos los autos por el tribunal de Segunda Instancia al Juzgado primero civil y sin que mediara promoción alguna de las partes, la actora con fecha 24 de junio del 2020 presentó el siguiente escrito; (sic)
 ELIMINADO , en mi carácter de apoderada de la parte actora, ante usted con el debido respeto comparezco y expongo:
Por medio del presente escrito y atendiendo a que a la fecha el demandado, no ha acreditado el cumplimiento dado a las sentencias dictadas en el presente juicio, solicito a su Señoría se proceda a La EJECUCIÓN FORZOSA de los mismos. 
Para tal efecto y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 481.12 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, solicito a su Señoría designe PERITO para la valuación del bien hipotecado en el presente juicio, requiriéndolo por la emisión del avalúo correspondiente.
	CONTENIDO
	

	LA DEMANDADA NO DIO CUMPLIMIENTO
	NO EN ESTOS TERMINOS

	LA DEMANDADA NO HA ACREDITADO EL CUMPLIMIENTO
	SI

	EJECUCIÓN FORZOSA, POR INCUMPLIMIENTO DE LA DEMANDADA
	No, la demandada No ha dado cumplimiento, lo cual significa que aún puede dar cumplimiento

	PETICIÓN: PERITAJE
	SI

	REQUERIMIENTO DE LA DEMANDADA POR LA ACTORA O JUEZ EN AUTOS
	NO


ACUERDO 7 DE JULIO DEL 2020 

EN ATENCIÓN A SU CONTENIDO Y TODA VEZ QUE NINGUNA DE LAS PARTES PRESENTÓ EL DICTAMEN DE VALUACIÓN RESPECTO DEL BIEN INMUEBLE MATERIA DEL PRESENTE JUICIO, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL ARTICULO 481.12 FRACCION IV DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES VIGENTE EN EL ESTADO, ESTE JUZGADO DESIGNA COMO PERITO VALUADOR EN BIENES MUEBLES AL  ELIMINADO . 

CONTENIDO: 

	RESOLUTIVO OCTAVO: LO MENCIONA?
	NO

	¿CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA: LO MENCIONA?
	NO

	INICIO DEL CUMPLIMIENTO: LO MENCIONA?
	NO

	TERMINO PARA EL CUMPLIMIENTO: LO MENCIONA?
	NO

	PRONUNCIAMIENTO DEL INCUMPLIMIENTO O CUMPLIMIENTO
	NO EXISTE

	PETICION PERITO
	SI LO ACUERDA

	EJECUCION DE SENTENCIA
	SI LA ACUERDA

	FUNDAMENTO EN LA LEY PARA EL INCUMPLIMIENTO
	NO EXISTE

	OMISION DE PRONUNCIARSE RESPECTO DEL INCUMPLIMIENTO O CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA, POR LO SOLICITADO
	SI


Es de suma importancia señalar a Usted C. Presidenta, que el dictado del auto que aquí se señala, impacta y repercute directamente en la esfera jurídica de la suscrita en virtud de que violó la sentencia ejecutoriada al no requerir a la suscrita por el pago voluntario, me dejo en total estado de indefensión al violar las normas del procedimiento consagradas en el artículo  ELIMINADO y 16 constitucional, pues no me permitió nombrar PERITO VALUADOR en términos del siguiente artículo de la ley adjetiva civil: 
ART. 481.12.- Para el remate, se procederá de la siguiente forma: 
I.- Cada parte tendrá derecho de exhibir, DENTRO DE LOS CINCO DÍAS SIGUIENTES A QUE SEA EJECUTABLE LA SENTENCIA, avalúo del bien hipotecado, el cual podrá ser realizado por corredor público, por entidad catastral de Gobierno, o por perito valuador inscrito en el Registro Estatal de Peritos, observándose al respecto lo establecido en la ley de la materia; (sic)
Una recta interpretación del numeral en comento nos permite concluir que aún no era ejecutable la sentencia en razón de lo siguiente; (sic)  

lo (sic) que al encontrarnos ante la presencia de un hecho futuro e incierto, la ejecución en cita, deberá solicitarse en el momento procesal oportuno y ante el incumplimiento por parte de la demandada a la sentencia que nos ocupa.

Con fecha 4 de septiembre, tal y como obra en autos, en virtud de que el código de procedimientos civiles, no contempla recurso alguno para atacar tal auto, artículo 1004 de la ley adjetiva civil señala: Contra las resoluciones dictadas en ejecución de sentencia, no se admitirá recurso alguno. Si fuere interlocutoria será procedente la queja ante el superior, presente un escrito, en el cual le señaló al Juez las violaciones anteriores y para tal efecto dictó el siguiente auto:

05/10/2020: En atención al primero de los de cuenta, téngase a la parte demandada, haciendo sus manifestaciones, CON LAS CUALES ESTA AUTORIDAD NO CONCUERDA, TODA VEZ QUE EL PROCEDIMIENTO QUE NOS OCUPA SE RIGE POR REGLAS ESPECIALES ESTABLECIDAS EN EL CAPÍTULO V, TITULO SÉPTIMO DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL DEL ESTADO; Luego, en atención a que LA SENTENCIA DICTADA EN ESTE ASUNTO FUE CONFIRMADA POR LA H. TERCERA SALA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA EN EL ESTADO, CAUSÓ EJECUTORIA por ministerio de Ley, y por consecuencia de acuerdo a lo estipulado por el artículo 481.12 del Código en cita es que se procedió en la forma decretada por auto de seis de julio del año que transcurre.

Como Usted C. Presidenta ya lo habrá notado, sobra decir que lo acordado por el Juez es completamente incongruente e ilegal, de acuerdo a los siguientes razonamientos: 
PRIMERO. - Con lo anterior Mutuo Propio el Juez de manera tacita establece que, el dictado de su sentencia en el resolutivo octavo es ilegal, en razón de que al ser esta una verdad legal ya sea ilegal o legal, debe ceñirse a el siguiente considerando que repercute en dicho resolutivo: 

Lo que al encontrarnos ante la presencia de un hecho futuro e incierto, la ejecución en cita, deberá solicitare en el momento procesal oportuno y ante el incumplimiento por parte de la demandada a la sentencia que nos ocupa.

SEGUNDO: 

CONTENIDO 
	COMPLIMIENTO (sic) VOLUNTARIO, REGLAS ESPECIALES DEL JUICIO HIPOTECARIO 
	NO ESTAN CONTEMPLADAS 

	COMPLIMIENTO (sic) REGLAS ESPECIALES DEL JUICIO EXTRAORDINARIO 
	NO ESTAN CONTEMPLADAS

	COMPLIMIENTO (sic) REGLAS DEL JUICIO ORDINARIO 
	SI, EJECUCION DE SENTENCIA ARTICULO 982 CPC 

	SENTENCIA CAUSO (sic) ESTADO 
	SI 

	COMPLIMIENTO (sic) VOLUNTARIO APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 481.12
	NO

	PRONUNCIAMIENTO DEL INCUMPLIMIENTO O CUMPLIMIENTO
	NO

	FUNDAMENTO O ARTICULO PARA EL CUMPLIMIENTO VOLUNTARIO
	NO EXISTE

	OMISIÓN DE ACORDAR EL INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA 
	SI


CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ:

ART. 82.- Cuando hubiere condena de frutos, intereses, daños o perjuicios, se fijará su importe en cantidad líquida o se establecerán, por lo menos, las bases con arreglo a las cuales deba hacerse la liquidación. 
Sólo en el caso de no ser posible lo uno ni lo otro, se hará la condena, a reserva de fijar su importancia y hacerla efectiva en la ejecución de la sentencia. 

Por su parte, el artículo 991 establece: Si la sentencia no contiene cantidad líquida la parte a cuyo favor se pronunció, al promover la ejecución presentará su liquidación, de la cual se dará vista por tres días a la parte condenada. Si ésta nada expone dentro del término. fijado, ___ SE DECRETARÁ. LA EJECUCIÓN POR LA CANTIDAD QUE IMPORTE LA LIQUIDACIÓN___, más si manifestare inconformidad, ésta se tramitará en la forma de incidente. Esta última frase RECALCADA, esclarece el problema en cuestión, señalado líneas arriba, pues si el LEGISLADOR AUTORIZA AL JUEZ A DECRETAR LA EJECUCIÓN solo en estos términos, por la cantidad que importe la liquidación, es inconcuso que, lógicamente, PRIMERO DEBE LIQUIDARSE LA SENTENCIA Y posteriormente despacharse su ejecución esto de acuerdo a dicho numeral, es indubitable. 

ART. 990.- Si la sentencia contuviere condena al pago de cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá procederse a hacer efectiva la primera, sin esperar a que se liquide la segunda. 
Como se desprende del numeral 991, este prohíbe y por lo tanto no es posible ejecutar la sentencia por cantidad liquida e ilíquida simultáneamente, como así lo ordeno el juez, por tanto la regla impuesta para este numeral, que como se observa, sólo puede presentarse cuando la suscrita enjuiciada cumple voluntariamente la condena, por lo tanto ya no es aplicable este numeral sin el pago voluntario derivado del requerimiento, en tal virtud, nuevamente, la falta de requerimiento a la suscrita preceptuado por el articulo 982 IMPACTA EN LA ILEGALIDAD DE LO RESUELTO POR EL JUEZ, EN LA PLANILLA DE LIQUIDACIÓN Y EN TODO EL PROCEDIMIENTO DE “EJECUCIÓN DE SENTENCIA”. 
Es decir, en forma inexplicable e incomprensible el Juez multicitado, no rechazó tal escrito de la parte actora, con el cual solícita el nombramiento de perito, sin antes haber requerido a la suscrita por el pago voluntario, en términos de los siguientes numerales de la ley en cita: 

ART. 77.- Queda estrictamente prohibido decretar trámites que no estén autorizados por este Código, así como los que sean inútiles para la substanciación del procedimiento. 

ART. 53.- Para la tramitación y resolución de los asuntos ante los tribunales ordinarios, SE ESTARÁ A LO DISPUESTO POR ESTE CÓDIGO, sin que por convenio de los interesados puedan renunciarse los recursos ni el derecho de recusación NI ALTERARSE, MODIFICARSE o renunciarse LAS NORMAS DEL PROCEDIMIENTO.

Es tan Grave la violación al debido proceso contemplado en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales y a los numerales de la ley adjetiva Civil aquí expuestos, que el Juez de la causa, como ya se dijo ME IMPIDIO NOMBRAR PERITO para la valuación del bien inmueble motivo del Juicio Hipotecario. 

CON TAL RAZÓN, EN EL PRESENTE RECURSO Y DE ACUERDO A LA JURISPRUDENCIA ANTERIORMENTE INVOCADA USTED C. PRESIDENTA DE ACUERDO AL PRINCIPIO PRO PERSONA, DEBERÁ DETERMINAR SI EFECTIVAMENTE EL INICIO Y TERMINO DEL PLAZO PARA EL PAGO VOLUNTARIO DE LA DEMANDADA, ES EL CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 982 DE LA LEY ADJETIVA CIVIL SEÑALADO EN ESTE RECURSO, POR LA SUSCRITA O EL INVOCADO POR EL JUEZ EN EL ACUERDO AQUÍ ESTUDIADO, ES DECIR EL ARTÍCULO 481.12 DEL CÓDIGO EN CITA 

PRINCIPIO DISPOSITIVO: El juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, pues la circunstancia de que el citado principio impida la actuación oficiosa del juzgador para omitir el requerimiento de pago voluntario a la quejosa como se estudia, el Juez carece de facultades para litigar a favor de la parte actora y en contra de la suscrita, a fin de que se respeten las formalidades procesales contenidas en la Ley Adjetiva Civil y la propia sentencia ejecutoriada y se decida el requerimiento de pago voluntario en términos del numeral 982 citado, sin decantarse, sobre lo que se plantea; por el contrario, este principio respeta la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre las partes, en términos del principio de justicia imparcial derivado del referido derecho de acceso a la justicia, pues impide que el Juez tomando partido por alguna de los litigantes y a pretexto de ser el director del proceso y en ejecución de sentencia, omita tales formalidades que le impone la ley adjetiva. 

PRINCIPIO DISPOSITIVO. SU ALCANCE FRENTE AL JUZGADOR COMO DIRECTOR DEL PROCESO.

La circunstancia de que el principio dispositivo impida la actuación oficiosa del juzgador en asuntos en los que la controversia sólo atañe a los particulares, no implica que el juez sea un ente totalmente pasivo, carente de obligaciones que incidan en el impulso del procedimiento, pues si bien la iniciación de éste y su impulso está en manos de los contendientes y no de aquél, no debe soslayarse que él es el director del proceso y como tal, no sólo debe vigilar que se cumplan a cabalidad las reglas del contradictorio, sino que tiene a su cargo diversas obligaciones, tales como seguir el orden previamente establecido en la legislación para el desarrollo del proceso y estar al pendiente de las peticiones formuladas por las partes, a fin de que tengan una respuesta oportuna y congruente, no sólo con el estado procesal en que se encuentre el proceso, sino con lo solicitado, pues ello forma parte de las obligaciones que le incumben. Así, si bien las partes deben ofrecer las pruebas que estimen convenientes, preparándolas para su desahogo, es el juzgador quien debe decidir si su preparación es o no adecuada, si deben o no admitirse, pronunciarse sobre el correspondiente desahogo y, una vez que las partes cumplen con esa carga, debe acatar la obligación que de ella se derive; de ahí que, por regla general, resulta innecesario que las partes insistan en peticiones que a pesar de haberse formulado oportunamente sean omitidas, pues esa omisión representa una traba innecesaria, carente de razonabilidad en el derecho de acceso a la justicia, en tanto deriva del incumplimiento injustificado de una obligación a cargo del juzgador. 

Amparo en directo en revisión 3606/2012. Irene González García. 20 de marzo de 2013. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.

La regla general sobre la aplicación del numeral 982 invocado, de acuerdo al principio PRO PERSONA, en la cual se atiende el momento que es ejecutable la sentencia, resulta aplicable al juicio especial hipotecario, ya que, entre las normas específicas de éste, no existe alguna por la cual se disponga lo contrario, o se establezca una norma distinta o incompatible con aquélla, si se tiene en cuenta que, es permisible su aplicación en tanto se pretenda ejecutar la sentencia, por parte de la actora; y por su parte, la regla específica para los juicios especiales no está en oposición con su aplicación, con tal razón, si tal precepto no entraña incompatibilidad o disposición en contrario respecto a la regla general mencionada. En esta tesitura, la ejecución de la sentencia que nos ocupa se encuentra supeditada a dos circunstancias: 

1. Que culmine el procedimiento natural con la condena del acreditado al pago del saldo insoluto del crédito que le fue otorgado por su acreditante y los intereses ilíquidos; 

2. Que la suscrita no pague el saldo insoluto determinado como condena en la etapa de cumplimiento voluntario en términos del numeral multicitado 982 y, por ende, comience el procedimiento de remate del bien hipotecado en la etapa de ejecución forzosa.

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

ART. 85.- TAMPOCO PODRÁN LOS JUECES Y TRIBUNALES VARIAR NI MODIFICAR SUS SENTENCIAS DESPUÉS DE FIRMADAS, pero sí aclarar algún concepto o suplir cualquiera omisión que contengan sobre punto discutido en el litigio.
ART. 87.- Toda sentencia tiene a su favor la presunción de haberse pronunciado según la forma prescrita por el derecho, con conocimiento de causa y por juez legítimo con jurisdicción para darla.

Registro digital: 2004886. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materia(s): Constitucional, Común. Tesis: I.3o.C.31 K (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, página 1305. Tipo: Aislada.
COSA JUZGADA. PRINCIPIO ESENCIAL DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA.

La cosa juzgada es la institución resultante de una sentencia obtenida de un proceso judicial seguido con las formalidades esenciales del procedimiento, conforme a los artículos 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 17, que señala que las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para garantizar la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. Así, la relación armónica de esos dos artículos constitucionales instituye a la cosa juzgada como la resulta de un juicio concluido en todas sus instancias, llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de discutirse; privilegia la garantía de acceso a la justicia prevista en el segundo párrafo del citado artículo 17 dotando a las partes en litigio de seguridad y certeza jurídica. La naturaleza trascendental de esa institución radica en que no sólo recoge el derecho a que los órganos jurisdiccionales establecidos por el Estado diriman los conflictos, sino también el relativo a que se garantice la ejecución de sus fallos. Por lo anterior, la cosa juzgada es uno de los principios esenciales del derecho a la seguridad jurídica, en la medida en que el sometimiento a sus consecuencias constituye base esencial de un Estado de derecho, en el apartado de la impartición de justicia a su cargo.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 263/2012. Administradora Brios, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Nora de Dios Sánchez.
Registro digital: 2015855. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materia(s): Común. Tesis: I.8o.C.21 K (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo IV, página 2188. Tipo: Aislada

EJECUCIÓN DE SENTENCIA. AMPARO PROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA MATERIALIZARLA EN FORMA DISTINTA A LA DECIDIDA EN LA PROPIA SENTENCIA.

El artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, en cuanto restringe la procedencia del juicio constitucional, en tratándose de actos de ejecución de sentencia, a la última resolución dictada en ese procedimiento, persigue evitar que se abuse del juicio de amparo para impedir o entorpecer el cumplimiento de una sentencia que constituye cosa juzgada. En ese sentido, SI LO QUE EN EL AMPARO SE PLANTEA ES QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE HA MODIFICADO VIRTUALMENTE LA SENTENCIA O SUS EFECTOS, TRATANDO DE MATERIALIZARLA EN FORMA DISTINTA A LA ORDENADA, debe considerarse que no existe la razón que justifica la restricción del juicio de amparo, y no opera, por tanto, la causal de improcedencia que se haga derivar del indicado precepto, pues lo que se discute es la existencia del presupuesto básico en que descansa aquella restricción, y que es condición sine qua non para que opere, ES DECIR, QUE EXISTA REALMENTE UNA SENTENCIA QUE PERMITA LA EJECUCIÓN EN LOS TÉRMINOS EN QUE PRETENDE LLEVARSE A CABO.
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Queja 241/2017. Autotransportes Tlaxcala-Apizaco, Huamantla, S.A. de C.V. 18 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Materia(s): Constitucional. 
Tesis: 1a./J. 90/2017 (10a.). 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.

Libro 48, Noviembre de 2017, Tomo I, página 213. 
Tipo: Jurisprudencia.

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN.

De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 42/2007, (1) de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.", deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido proceso; y, 3) UNA POSTERIOR AL JUICIO, QUE SE IDENTIFICA CON LA EFICACIA DE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS CON MOTIVO DE AQUÉL. En estos términos, el derecho fundamental de acceso a la jurisdicción debe entenderse como una especie del diverso de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. Su fundamento se encuentra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual corresponde al Estado mexicano impartir justicia a través de las instituciones y procedimientos previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible con el artículo constitucional referido, que el órgano legislativo establezca condiciones para el acceso a los tribunales y regule distintas vías y procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de procedencia que deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la oportunidad en la interposición de la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la competencia del órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos de los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía. En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actualiza la improcedencia de una acción, varían dependiendo de la vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido a su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de dicha resolución. Lo importante en cada caso será que para poder concluir que existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a los tribunales, es necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que resulten discriminatorios.
Amparo directo en revisión 993/2015. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, División Fiduciaria en su calidad de fiduciario en el fideicomiso F/251704. 17 de febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.

Recurso de reclamación 557/2016. Eric y/o Erick David Flores Altamirano y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.

Recurso de reclamación 1090/2016. Gabriela Domínguez. 30 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Recurso de reclamación 1207/2016. José Luis García Valdez. 11 de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello.

Recurso de reclamación 1492/2016. Leonel Bruce Bragdon Jolly. 25 de enero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Fernando Cruz Ventura.
Tesis de jurisprudencia 90/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.

___________________

1. La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 124, registro digital: 172759. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Por lo tanto, de acuerdo a lo estudiado en el primer agravio, es inconcuso que el Juez VIOLO DE MANERA FLAGRANTE EL PRINCIPIO DE COSA JUZGADA, AL HABER LLEVADO A CABO LA EJECUCION DE LA SENTENCIA, EN FORMA DISTINTA A LO ORDENADO POR LA PROPIA SENTENCIA POR EL DICTADA, violando por lo tanto los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, por lo tanto, solicito a Usted C. Presidenta, en términos del artículo 974 TER, del Código Adjetivo Civil, MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO para que en términos del artículo 982 invocado de acuerdo al principio PRO PERSONA, SE REQUIERE A LA SUSCRITA, para que en el término de 5 días de cumplimiento a la SENTENCIA EJECUTORIADA, respecto del pago a que fui condenada.

AGRAVIOS

SEGUNDO AGRAVIO

Vicios del procedimiento

ANTECEDENTES:

ACUERDO DE FECHA 1 DE SEPTIEMBRE DEL 2020: 

01/09/2020: POR ÚLTIMO, COMO LO SOLICITA LA PARTE ACTORA CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 481.12 FRACCIONES III, V Y VI, 1062, 1064, 1065 Y 1071 DE LA LEY ADJETIVA CIVIL, SE FIJAN LAS 10:00 DIEZ HORAS DEL PROXIMO 05 CINCO DE OCTUBRE DEL AÑO EN CURSO, PARA QUE TENGA VERIFICATIVO LA PRIMERA ALMONEDA DE REMATE, DEL BIEN INMUEBLE HIPOTECADO EN EL PRESENTE JUICIO CONSISTENTE EN LA INTELIGENCIA DE QUE LA PARTE ACTORA DEBERÁ TENER LIQUIDADA EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN AUTOS PREVIO AL REMATE:
Es claro que, precisamente la suscrita al interponer el presente recurso de queja en contra de la planilla de liquidación de intereses, Usted C: presidenta supondrá que la almoneda no se llevó a cabo en razón de que el Juez en el auto anteriormente transcrito determinó que la parte actora debería tener liquidada EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA DEFINITIVA PREVIO AL REMATE. 

Pero, aunque parezca increíble, nuevamente el juez flagrantemente violó el PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA e IMPARCIALIDAD DEL JUZGADOR, pues siendo las 10:00 diez horas del día 05 cinco de octubre del año 2020 dos mil veinte, tal y como obra en autos se llevó a cabo dicha almoneda, pero también, aunque parezca increíble, EL JUEZ NO HA DICTADO AUTO O RESOLUCIÓN PARA APROBAR O NO LA ADJUDICACIÓN SOLICITADA POR LA PARTE ACTORA DEL BIEN INMUEBLE MOTIVO DEL JUICIO HIPOTECARIO, COMO SE VE, DESPUÉS DE UN AÑO, PUES OBVIAMENTE ESTÁ ESPERANDO ILEGALMENTE Y VIOLANDO EL PRINCIPIO DISPOSITIVO, PARA QUE LA PARTE ACTORA TENGA LIQUIDADA LA PLANILLA DE INTERESES, LO CUAL ES INCOMPRENSIBLE, QUE ESTO ACONTESCA (sic) EN LOS JUZGADOS DE ESE PODER JUDICIAL QUE USTED DIGNAMENTE REPRESENTA, VIOLANDO CON LO ANTERIOR LO SIGUIENTE. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos PARA IMPARTIRLA EN LOS PLAZOS Y TERMINOS QUE FIJEN LAS LEYES, EMITIENDO SUS RESOLUCIONES DE MANERA PRONTA, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

La verdad y certeza en el Derecho

La certeza en Derecho respecto del auto dictada por el Juez, alude a la ausencia de dudas sobre la verdad de lo afirmado, SOBRE LAS NORMAS A APLICAR, sobre el alcance de las atribuciones de las partes y de la IMPARCIALIDAD DEL JUZGADOR, etcétera, lo que es consecuencia del principio de seguridad jurídica. 

Una recta interpretación del apartado en estudio, nos lleva a concluir lo siguiente: 

PRIMERO: El juez determinó como requisito Sine qua non que LA ALMONEDA DE REMATE, solo se daría, SI LA PARTE ACTORA YA HUBIESE LIQUIDADO EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA DEFINITIVA PREVIO AL REMATE, PERO MUTUO PROPIO LA CELEBRO (sic), obviamente, sin que estuviese liquidada en su totalidad la sentencia definitiva, violando con lo anterior el principio de derecho que establece que El juez no puede revocar sus propias determinaciones. De tal forma que, conforme a este principio básico del proceso, el juez natural no puede desatender resoluciones que inciden en los derechos procesales ya ejercidos por las partes o respecto de los cuales ya operó la preclusión además, de acuerdo a la siguiente Jurisprudencia y tesis aislada.

Décima Época. Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tesis: 1a./J. 103/20 17 (10a.). 

DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPA DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN. 

De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a determinados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que también deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora bien, en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de rubro: “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.”, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada CON LA EFICACIA DE LAS RESOLUCIONES* EMITIDAS. Ahora, los derechos mencionados alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante Jueces y tribunales del Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al pronunciarse sobre la determinación de derechos y obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, SE CONSIDERA DE APLICACIÓN OBLIGATORIA A PARTIR DEL LUNES 27 DE NOVIEMBRE DE 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

Época: Octava época. Registro: 222823. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VII, Mayo de 1991, Materia(s): Civil. Tesis: Página 136 

ACUERDOS. AUN CUANDO SEAN ILEGALES NO PUEDEN SER REVOCADOS OFICIOSAMENTE POR QUIEN LOS DICTO. (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA). Los acuerdos dictados en un procedimiento civil, aun en el caso de ser contrarios a la ley, no pueden ser revocados si el interesado no hace valer en su contra el recurso o medio de defensa que para tal efecto establece la ley, no sólo porque dentro de todo procedimiento debe haber un principio de firmeza de las resoluciones judiciales a efecto de cumplir con la garantía de seguridad jurídica con que cuentan las partes contendientes; sino porque aun cuando el artículo 70, del Código de Procedimientos Civiles en el Estado de Puebla, establece que una vez acordado el primer escrito que inicie un negocio, el procedimiento se realizará de oficio, y vencido un término, entre otras cuestiones, el juez o tribunal cuando legalmente sea necesario que ordenen un trámite o diligencia, la resolución correspondiente la dictarán de oficio; ello no implica que tal dispositivo les de atribuciones para revocar sus determinaciones, pues sólo los faculta para continuar el procedimiento sin necesidad de instancia de parte.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 23/91. Galerías el Arte Francés. 14 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: ELIMINADO. Secretaria: ELIMINADO.

SEGUNDO. - ADEMAS AL HABER LLEVADO A CABO LA ALMONEDA DE REMATE, el juez viola flagrantemente los derechos Humanos de la suscrita consagrados en: 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos:

ARTÍCULO 25. Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 

ARTÍCULO 1. Obligación de Respetar los Derechos 1 Los Estados Partes en esta Convención se comprometen A RESPETAR LOS DERECHOS y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

ARTÍCULO 21. Derecho a la Propiedad Privada 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 2. NINGUNA PERSONA PUEDE SER PRIVADA DE SUS BIENES, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social Y EN LOS CASOS Y SEGUN LAS FORMAS ESTABLECIDAS POR LA LEY. 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.

ARTÍCULO.24. Igualdad ante la Ley.

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

De lo anterior se desprende, que la suscrita, propietaria del BIEN INMUEBLE MOTIVO DEL PRESENTE Juicio, no puede ser privada de este (sic), por el Juez Primero Civil, AL HABER LLEVADO A CABO LA ALMONEDA DE REMATE, sin que se cumplan la formalidad exigida por la ley, específicamente las contenidas en el código adjetivo civil, numerales siguientes.

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI (sic)
ART. 77.- Queda estrictamente prohibido decretar trámites que no estén autorizados por este Código, así como los que sean inútiles para la substanciación del procedimiento. 

ART. 78.- LAS RESOLUCIONES* son: 

1.- Simples determinaciones de trámite y entonces se llamarán decretos; 

II.- Decisiones sobre materia que no sea de puro trámite, y entonces se llamarán AUTOS, debiendo contener los fundamentos legales en que se apoyen; 

ART. 90.- Las resoluciones judiciales dictadas con el carácter de provisionales pueden modificarse en sentencia interlocutoria o en la definitiva. 

LAS RESOLUCIONES JUDICIALES FIRMES dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y suspensión de la patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria y las demás que prevengan las leyes, pueden alterarse y modificarse cuando cambien las circunstancias que afectan EL EJERCICIO DE LA ACCION que se dedujo en el juicio correspondiente. 

Una recta interpretación de los numerales aquí transcritos no lleva a concluir que concatenados el auto dictado por el Juez el primero de fecha 01/09/2020: en el cual ordena que el 05 CINCO DE OCTUBRE DEL AÑO EN CURSO, TENGA VERIFICATIVO LA PRIMERA ALMONEDA DE REMATE, ……. EN LA INTELIGENCIA DE QUE LA PARTE ACTORA DEBERÁ TENÉR LIQUIDADA EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN AUTOS PREVIO AL REMATE y la AUDIENCIA DE REMATE CELEBRADA POR EL JUEZ es completa y absolutamente ilegal y fuera de todo contexto jurídico, Pues la celebra sin importarle nuevamente su propia resolución, como así aconteció con la sentencia definitiva, señalada en el primer agravio con toda precisión y toma como letra muerta y sin sentido, las jurisprudencias y tesis señaladas anteriormente y la RATIO LEGIS del numeral 90 ya transcrito, para un mayor entendimiento, me permito entrar a su estudio. 

PRIMERO. - ART. 90.- Las resoluciones judiciales dictadas con el carácter de provisionales pueden modificarse en sentencia interlocutoria o en la definitiva.

A). - La parte actora, obviamente en el escrito que obra en autos y en el cual solicita que se fije fecha y hora para la celebración de la PRIMERA ALMONEDA DE REMATE de ninguna manera señala que se dicte de MANERA PROVISIONAL.

B). - El Juez por su parte, al señalar fecha y hora para la primera almoneda de remate funda su acuerdo en los numerales 481.12 FRACCIONES III, V Y VI, 1062, 1064, 1065 Y 1071 DE LA LEY ADJETIVA CIVIL, y por supuesto es completamente evidente que la primera almoneda de remate no fue fijada por el Juez, de manera provisional y, por lo tanto, de acuerdo al presente numeral, le está prohibido modificar el auto de fecha 01/09/2020. 

SEGUNDO. - Las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de:

I.-Alimentos, 

II.- Ejercicio y suspensión de la patria potestad,

III.-Interdicción, 

IV.-Jurisdicción voluntaria, 

V.- Y las demás que prevengan las leyes.

Pueden alterarse y modificarse cuando cambien las circunstancias que afectan el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente.

Un análisis correcto del numeral en estudio, no permite establecer que el LEGISLADOR EN NUESTRO ESTADO insertó este artículo en el CAPITULO II DE LAS ACTUACIONES Y RESOLUCIONES JUDICIALES, a fin de establecer cuales, en concreto, eran y son las RESOLUCIONES que el Juez Primero tiene la facultad y puede alterar o modificar, en razón de que este esta (sic) investido del PRINCIPIO JURIDICO IURA NOVIT CURIA; es un aforismo latino, que significa literalmente “el juez conoce el derecho” y por lo tanto él tiene conocimiento que el CAPITULO V DEL JUICIO HIPOTECARIO de ninguna manera encuadran en los supuestos anteriormente especificados del artículo 90 y al no ajustarse a estos supuestos, es indubitable que el juez no puede revocar o modificar sus propias determinaciones. 

De lo anterior se desprende que se tendrán por inexcusables la negligencia o la ignorancia, cuando, con intención, se hubiese llevado a cabo la audiencia DE REMATE manifiestamente contraria a la Ley, previsto en el artículo 90 aquí estudiado, máxime que, de acuerdo al primer agravio, el Juez primero omitió observar también la sentencia ejecutoriada al omitir requerir a la suscrita por el pago voluntario, sin importarle el auto y sentencia aquí estudiados. 

En este sentido, ambos agravios provienen de la infracción tanto a la jurisprudencias y tesis, como de las procesales, ya que la normativa no establece distinción; antes bien, parece atender a esta dicotomía, cuando contrapone el dictado de «providencia» (sentencia definitiva y resolución con carácter de AUTO en sentido amplio) manifiestamente contraria a la ley, a la inobservancia de la cosa Juzgada y al trámite o solemnidad, mandada observar por la ley, bajo pena de responsabilidad, en cualesquiera de sus formas, pues la primera se refiere principalmente a resoluciones o decisiones judiciales erróneas, y la segunda a un supuesto de quebrantamiento de las normas del proceso configuradas por el Ordenamiento con carácter de trámite esencial, es decir, a un proceso irregular, con irregularidad grave. El término leyes ha de ser interpretado no en el sentido estricto de ley formal, sino en el amplio que comprende toda clase de normas jurídicas, incluidas las disposiciones reglamentarias. En relación con lo anterior, se encuentra en si el error, que es fuente de responsabilidad judicial es solamente el de Derecho (infracción de leyes o normas jurídicas aplicables por el Juez en un proceso), o si también comprende los errores de hecho causantes de agravio o perjuicio a la suscrita al llevar a cabo una audiencia de remate en forma ilegal y pretender con lo anterior privarme de la propiedad del bien rematado, en contraposición a lo aquí estudiado. Es decir, como en el presente caso cuando sean debidos a culpa grave, a negligencia o ignorancia inexcusables del juzgador.

Ha de establecerse que sólo cuando, a través de la fijación de los hechos, se infrinjan por el Juez abiertamente normas o preceptos relativos a esta materia fáctica, cabrá hablar de responsabilidad civil del Juez, si concurren los restantes presupuestos para su exigencia. Como lo es lo ya estudiado, EN VIRTUD DE QUE DESPUES DE UN AÑO DE HABERSE CELEBRADO LA AUDIENCIA DE REMATE, AUN NO RESUELVE SOBRE LA ADJUDICACIÓN DEL BIEN INMUEBLE PROPIEDAD DE LA SUSCRITA, EN ESPERA, EVIDENTEMENTE QUE LA ACTORA, TENGA LIQUIDADA EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA. En esta orientación, y poniendo en conexión el error de hecho con los errores en la apreciación de hechos que patentizan una equivocación «evidente» del juzgador que sirve, para fundar el presente recurso de revocación. 

Por lo tanto, es evidente que, el Juez, al Haber llevado a cabo la audiencia de remate el día 5 de octubre del 2020, y después de un año haber aprobado o no, la adjudicación del bien inmueble a la parte actora, viola flagrantemente los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, las Jurisprudencias y tesis aquí reproducidas, así como los numerales de la ley adjetiva civil, específicamente el artículo 90, contenidos en este segundo agravio y por analogía en el Primer Agravio, dado que ambos se refieren a la violación de la cosa Juzgada (sentencia definitiva y auto) por parte del Juzgador y por lo tanto lo anterior impacta y repercute directamente en la esfera jurídica de la suscrita en virtud de que el Juez Primero Pretende despojarme del bien inmueble propiedad de la suscrita al rematarlo sin que, como ha quedado acreditado se cumplan con las formalidades esenciales el debido proceso. 

PROTESTO A USTED MIS REPETOS

Por lo Expuesto:

A USTED C. PRESIDENTA(sic), ATENTAMENTE SOLICITO: 

RRIMERO. - Tenerme por presentado con este escrito en tiempo y forma, interponiendo recurso de queja, en los términos contenidos en el cuerpo del presente escrito.

SEGUNDO. - En su oportunidad y previa sustanciación del recurso que se interpone, DICTAR SENTENCIA en el sentido de mandar REPONER EL PROCEDIMIENTO, de acuerdo a los AGRAVIOS expuestos ante su Potestad.”
CUARTO. Por su parte, la actual Jueza Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital, mediante oficio 88/2022, recibido en Presidencia el 11 once de enero de 2022 dos mil veintidós, rindió el informe que dispone el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, señalando que era cierto el acto reclamado. 
QUINTO. Son inoperantes, los conceptos de agravio expresados por  ELIMINADO 
A efecto de corroborar tal aserto, resulta conveniente destacar que de las copias certificadas del expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Hipotecario, promovido por  ELIMINADO , en su entonces carácter de Apoderada General para Pleitos y Cobranzas de  ELIMINADO  en contra de ELIMINADO , que obran agregadas al presente toca, se desprende, en lo relativo al incidente en estudio, lo siguiente: 
1. Mediante resolución de 21 veintiuno de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, el Juez Primero del Ramo Civil de esta Ciudad, dictó sentencia en el juicio de origen, al tenor de los siguientes resolutivos:

“Primero: Este juzgado es competente para conocer del presente juicio y la vía extraordinaria civil es procedente.

Segundo: La parte actora probó su acción hipotecaria y la parte demandada no justificó sus defensas y excepciones. 
Tercero: Se declara que ha operado el vencimiento anticipado del plazo para el pago del contrato de crédito base de la acción, celebrado entre ambas partes litigantes el 21 veintiuno de enero de 2013 dos mil trece, ante la falta de pago en tiempo y forma establecidos en las obligaciones a cargo de la parte demandada.

Cuarto: Se condena a  ELIMINADO , al pago de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete.

Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al dia1° primero de junio del 2017 dos mil diecisiete.

Sexto: Se condena a la demandada al pago de $44,290.17 CUARENTA Y CUATRO MÍL DOSCIENTOS NOVENTA PESOS 17/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados correspondientes al periodo del 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7% anual, atento a la cláusula octava del contrato fundatorio, previa su regulación en ejecución de sentencia.

Séptimo: Por las razones expuestas en esta sentencia, se absuelve a la demandada del pago de las prestaciones que se le reclaman en los incisos e).- y f).- del escrito inicial.

Octavo: Por las razones expuestas en esta sentencia, por el momento no ha lugar a decretar la ejecución de la garantía hipotecaria otorgada en el contrato fundatorio.

Noveno: Son a cargo de la parte demandada, el pago de las costas originadas por causa del presente juicio, previa regulación que se (sic) ellas se haga en ejecución de sentencia. 

Décimo: En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 23 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se hace saber a las partes que la presente sentencia una vez que cause estado, estará a disposición del público para su consulta; cuando así lo soliciten, conforme al procedimiento de acceso a la información, previa protección de datos personales.

Décimo Primero: Una vez que cause estado la presente sentencia, hágase saber a las partes el derecho que les asiste para recoger los documentos personales que obren en este expediente, en un plazo no mayor a 6 seis meses contados a partir de la notificación, apercibidos que de no hacerlo en el tiempo señalado se les tendrá renunciando a ello. 

Décimo Segundo: Notifíquese Personalmente.”

2. Inconforme con la anterior resolución, la parte demandada interpuso recurso de apelación, el cual por cuestión de turno correspondió conocer a la Tercera Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, quien radicó el recurso bajo el toca 253/2019 y el 15 quince de abril de 2019 dos mil diecinueve, dictó sentencia en la cual confirmó la resolución recurrida
.
3.  A través del auto de 20 veinte de julio de 2020 dos mil veinte, se admitió a trámite la planilla de liquidación de sentencia formulada por la parte actora, ordenándose correr traslado a su contraria parte para que en el término de 3 tres días manifestare lo que a su interés conviniera
. 
4. Posteriormente, por proveído de 31 treinta y uno de agosto de 2020 dos mil veinte, se tuvo a la parte demandada por haciendo las manifestaciones correspondientes respecto de la planilla de liquidación de sentencia formulada por la parte actora, en la cual se inconformó con la forma de notificación con la que se le corrió traslado y se opuso a la liquidación
.

5. Mediante acuerdo de 2 dos de octubre de 2020 dos mil veinte, se ordenó citar para resolver la planilla de liquidación de sentencia formulada por la parte actora
.
6. A continuación por proveído de 21 veintiuno de octubre de 2020 dos mil veinte, se tuvo a la parte demandada por interponiendo recurso de revocación en contra del auto de 2 dos de octubre de 2020 dos mil veinte, que ordenó citar para resolver la planilla de liquidación de sentencia
; recurso que previo su trámite, se resolvió de infundado el 14 catorce de enero de 2021 dos mil veintiuno
. 

7. Por auto de 25 veinticinco de enero de 2021 dos mil veintiuno, nuevamente se ordenó citar para resolver la planilla de liquidación de sentencia
. 

8. Mediante resolución interlocutoria de 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, el Juez de Primera Instancia determinó que la planilla de liquidación de la sentencia era infundada, dejando a salvo los derechos de la parte actora
. 
9. Inconforme con la resolución anterior la parte actora promovió recurso de queja, la cual fue radicada bajo el número de toca 33/2021, dictándose resolución el 3 tres de junio de 2021 dos mil veintiuno, por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en cuyo considerando cuarto relativo a la fijación de la litis, se estableció que constaba en autos escrito signado por la parte demandada en el juicio principal, mediante el cual compareció a contestar la vista respecto al recurso de queja, empero que al ocurrir de manera extemporánea su petición devenía improcedente.

Asimismo, en la resolución dictada en el toca 33/2021, se determinó en su considerando quinto, lo siguiente: 

“QUINTO. Estudio 
Ahora bien, examinados que fueron los motivos del A quo para emitir la interlocutoria pronunciada el 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa al Incidente de liquidación de sentencia en el Juicio Extraordinario Civil Hipotecario promovido por la ahora quejosa, en contra de   ELIMINADO , así como los agravios expresados por la inconforme; para los integrantes de este Pleno, resultan esencialmente fundados, por las razones que se examinarán a continuación:

Pues bien, para una mayor comprensión del sentido del presente fallo, es viable destacar el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 411/2017, en donde se interpreta el contenido de los artículos 2078 y 2094 del Código Civil del Distrito Federal, así como el 514 del correlativo Código de Procedimientos Civiles, adminiculado a los numerales 1964 y 1980 del Código Civil para el Estado de Querétaro, así como el ordinal 528 del Código de Procedimientos Civiles de aquella Entidad Federativa, cuya redacción es semejante a los artículos 1911 y 1927 de la Ley Sustantiva Civil que rige para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el 990 de la Ley Adjetiva de la misma materia. 

Pues bien, al resolver la Primera Sala de la Suprema Corte en contradicción de tesis, con respecto a la interpretación de los artículos correlativos de semejante redacción para el entonces Distrito Federal y el Estado de Querétaro; se pronunció en el sentido que para identificar cuando se esté en presencia de una condena por cantidad líquida, la Jurisprudencia y la doctrina han considerado no solamente la que se fija en numerario específico, sino también la que resulta fácilmente cuantificable mediante sencillas operaciones aritméticas. Ello obedece a que la condena en cantidad líquida es la que se determina de modo claro e indudable, por lo cual deriva tanto cuando se fija de manera numérica, como cuando se puede calcular fácilmente, de modo que no pueda dudarse de su importe. En ese tenor, en el caso de la condena por intereses, debe considerarse impuesta en cantidad líquida cuando resulte fácilmente cuantificable con una simple operación aritmética, esto es, cuando se establece la tasa o porcentaje aplicable, así como el período por el cual deban pagarse. Empero, la condena por intereses, será en cantidad ilíquida cuando su cuantificación no sea sencilla, sino que requiera un procedimiento para su determinación como cuando no pueda concederse de antemano la tasa aplicable o en la cuantificación deba demostrarse la concurrencia de ciertos elementos. 

Es así, como se hace necesario precisar la definición de cantidad líquida e ilíquida de la manera siguiente: 

Las cantidades líquidas además de aquellas fijadas en numerario específico, también son las que resultan fácilmente cuantificables mediante sencillas operaciones aritméticas, como cuando se establece la tasa aplicable y el período por el que deban pagarse.

Las cantidades ilíquidas requieren de un proceso de cuantificación que no sea sencillo, sino que requieren de un procedimiento para su determinación, esto es, cuando no se cuente con todos los elementos necesarios para ello.

Luego, como bien lo hace valer la quejosa, en el presente caso se cumplen los requisitos para considerar que la cantidad que pudiera resultar por los intereses ordinarios, pudiera conceptuarse como cantidad líquida, toda vez que se encuentra determinado de manera detallada la condena por intereses, por lo que resulta fácilmente cuantificable con una simple operación aritmética, esto es, se estableció el interés aplicable, asimismo, el período por el cual reclamó la parte quejosa su pago.

Se asevera lo anterior, toda vez que, en la sentencia definitiva dictada el 21 veintiuno de septiembre de dos mil dieciocho por el Juez en el juicio principal determinó en sus puntos resolutivos cuarto, quinto y sexto, lo siguiente:

“Cuarto: Se condena a  ELIMINADO  al pago de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete.
Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por un concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día 1 primero de junio del 2017 dos mil diecisiete. 
Sexto: Se condena a la demandada al pago de $44,290.17 (CUARENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS NOVENTA PESOS 17/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados correspondientes al periodo del 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7% anual, atento a la cláusula octava del contrato fundatorio, previa su regulación en ejecución de sentencia.”

Resolución que fue confirmada por la Tercera Sala del Poder Judicial del Estado, mediante sentencia dictada el 15 quince de abril de 2019 dos mil diecinueve.

Por su parte, la aquí quejosa en su ocurso en el que promovió la planilla de liquidación de la sentencia definitiva dictada el 21 de septiembre del 2018, en su punto resolutivo sexto solicitó;

“… a) Por el pago de la cantidad de $409,844.42 (cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados generados del 1° de junio del 2017 al 30 de junio del 2020, y a que se refiere el punto resolutivo sexto de la sentencia definitiva dictada en el presente juicio con fecha 21 de septiembre del 2018…”

De lo anterior, se advierte que se determinó la tasa aplicable a la prestación de intereses a cuyo pago se condenó, la cual, quedó establecida en un 13.7% anual, asimismo, se advierte el plazo que la quejosa solicitó para cuantificar dicha prestación, es decir, del 1º primero de junio de 2017 dos mil diecisiete al 30 treinta de junio de 2020 dos mil veinte. Máxime que de acuerdo a lo resuelto por el Tribunal de Alzada al conocer en vía de apelación la sentencia correspondiente, pronunciada en el presente asunto, confirmó la resolución dictada por el A quo, por lo que claramente es factible observar la tasa de interés y el inicio del plazo para computar su cálculo, así como el período de liquidación que solicitó la recurrente.

Aunado a lo anterior, el diverso concepto de agravio formulado por la inconforme al interponer el Recurso de Queja que nos ocupa, en el sentido de que la cantidad que debe tomarse como saldo insoluto es la de $974,627.55 (novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 m.n.), aseveración que deviene correcta, toda vez que, contrario a que lo adujo el A quo en la resolución impugnada, debe tomarse en cuenta tanto la cantidad a la que se condenó a la parte demandada por $961,786.60 (novecientos sesenta y un mil setecientos ochenta y seis pesos 60/100 m.n.) como concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día 1º primero de junio de 2017 dos mil diecisiete, así como la cantidad de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° primero de enero al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete, ello, toda vez que, en la sentencia definitiva dictada el 21 veintiuno de abril de 2018 dos mil dieciocho, se hizo plena precisión de que son dos conceptos, uno por monto vencido y el otro monto por vencer, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7% anual, previa regulación en ejecución de sentencia, por tanto, le asiste la razón en tal sentido a la recurrente, es decir, que la cantidad que deba tomarse en cuenta para la planilla de liquidación es la de $974,627.55 (novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 m.n.) a razón del 13.7% anual por concepto de intereses vencidos y no pagados.

En consecuencia, al contar con todos los elementos para considerar que la mecánica de su cuantificación requiere de sencillas operaciones aritméticas, así como encontrarse determinado el plazo por el que se deben pagar los intereses, la prestación relacionada con los mismos, debe considerarse como cantidad líquida.

Aunado que, como bien lo dice la inconforme, se cuenta con el dictamen o certificado del Contador, el cual robustece el señalamiento de la forma de realizar la operación.

Asimismo, le asiste la razón a la quejosa, respecto a que la resolución impugnada no está debidamente fundada y motivada, por los argumentos anteriormente aludidos.

Ante el panorama expuesto, le asiste la razón a la quejosa al argumentar que la A quo estaba en posibilidad de revisar la planilla hecha valer por la parte actora, ya que al ser director del proceso, recae la responsabilidad de emprender esas funciones en el juez de la causa, circunstancia que al relacionarla armónicamente con la finalidad del incidente de liquidación y lo dispuesto por el artículo 991 del Código de Procedimientos Civiles, que establece lo relativo a la aprobación de planilla de liquidación conduce a estimar que se faculta al juzgador para examinar de oficio, que la planilla de liquidación presentada por la parte a la que resultó favorable la sentencia, se ajuste a las circunstancias que en la especie imperan, aún y cuando no medie oposición del vencido, lo que conlleva a que no es adecuado que se aprueben automáticamente los conceptos contenidos en ésta, sin el previo análisis de su comprobación y justificación, sino que el juez al emplear el arbitrio judicial, debe decidir en forma justa, con apoyo en los elementos existentes en autos y al procedimiento incidental, para así respetar los principios fundamentales del proceso, como el de la invariabilidad de la litis, una vez establecida, o el de congruencia, así como la inafectabilidad de las bases de la cosa juzgada.

Sirve de apoyo a lo anterior, por su esencia, la Jurisprudencia emitida en la Novena Época por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Noviembre de 1997, página 126, Tesis 1a./J. 35/97, registro digital 197383, bajo el rubro y texto siguientes: 

PLANILLA DE LIQUIDACIÓN EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. AUNQUE NO SE OPONGA A ELLA EL CONDENADO, EL JUEZ TIENE FACULTADES PARA EXAMINAR DE OFICIO SU PROCEDENCIA. […]

En tal virtud, resulta inconcuso lo fundado de la queja promovida ante este H. Pleno por parte de la quejosa   ELIMINADO  en contra de la interlocutoria de fecha 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa a la Planilla de Liquidación de Sentencia pronunciada en ejecución, por el Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, derivada del Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por la citada quejosa, en contra de   ELIMINADO , dentro de los autos del Expediente 1102/2017, cuyo efecto del presente fallo, radica en que este Pleno deja sin efecto lo resuelto en la Planilla de Liquidación en comento y pronunciarse nuevamente conforme a los lineamientos establecidos por los integrantes de este H. Pleno.”

Consecuentemente se dictaron los siguientes puntos resolutivos: 

“PRIMERO. Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado es competente para conocer del presente Recurso de Queja.
SEGUNDO. Los agravios expresados por la quejosa  ELIMINADO , resultaron esencialmente fundados.
TERCERO. En consecuencia, se declara insubsistente la resolución interlocutoria de 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa a la Planilla de Liquidación de Intereses pronunciada en ejecución de sentencia por el Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, derivada del Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por la citada quejosa, en contra de   ELIMINADO , dentro de los autos del Expediente 1102/2017; y se le ordena que en su lugar pronuncie otra conforme a los lineamientos establecidos en el considerando quinto de la presente resolución.

CUARTO. En términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.
QUINTO. Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, para los efectos legales a que haya lugar, y en su oportunidad archívese el toca donde corresponda.
SEXTO. Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.”

10. En cumplimiento a los lineamientos establecidos en la resolución dictada por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, dentro de los autos del recurso de queja 33/2021, el Juez Primero del Ramo Civil de esta Ciudad, dictó resolución interlocutoria el 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, en cuyo considerando único y puntos resolutivos, se estableció: 
“…ÚNICO.- Se advierte que es fundada la planilla de liquidación de intereses formulada por la parte actora, en atención a lo siguiente. 
El veintiuno de septiembre de dos mil dieciocho, se dictó sentencia definitiva en el presente asunto, cuyo resolutivo cuarto, quinto y sexto, se pronunció en los términos siguientes: “Cuarto: Se condena a  ELIMINADO , al pago de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del dos mil diecisiete. Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día primero de junio del dos mi diecisiete. Sexto: Se condena a la parte demandada al pago de $44,290.17 (CUARENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS NOVENTA PESOS 17/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados correspondientes al periodo del 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo de 2017 dos mil diecisiete, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7 % anual, atento a la cláusula octava del contrato fundatorio, previa su regulación en ejecución de sentencia…” 

En atención a dicha sentencia, el promovente reclama primeramente un total de $409,844.42 (Cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/10 M.N.), por concepto de la suma de los intereses ordinarios ahora derivados desde el día uno de junio del dos mil diecisiete al treinta de junio del dos mil veinte. 

A fin de cuantificar la cantidad reclamada de intereses ordinarios, en esencia refiere: “… 3.- Por lo anterior, promuevo la liquidación de la sentencia referida en su punto resolutivo sexto, en los siguientes términos: a) Conforme al punto resolutivo sexto las demandadas, fueron condenadas al pago de los intereses ordinarios vencidos y no pagados, del periodo que comprende del 1° de junio del 2017 y hasta la total liquidación del adeudo, en el entendido de que se liquidan al 30 de junio del 2020. b) De acuerdo a la misma sentencia, la acreditado (sic) se obligó a pagar a mi representada intereses ordinarios sobré saldos insolutos mensuales del crédito a razón de una tasa fija anual del 13.70%. Estos intereses serían pagaderos mensualmente en forma conjunta con los demás conceptos que integran la mensualidad en las mismas fechas en que debería realizarse el pago de ésta, es decir a más tardar el día último de cada mes, y se calcularían dividiendo la tasa anual de interés ordinaria entre 360 días y multiplicando el resultado obtenido por 30. c) Aplicando ese factor de interés sobre el saldo insoluto del crédito que es la cantidad de $974,627.55 (novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 M.N.), que resulta de las sumas a que fue condenada la demandada en los puntos resolutivos cuarto y quinto de la sentencia, nos da como resultado por el periodo reclamado la cantidad de $409,844.42 (cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), en el entendido de que el procedimiento aplicado para la liquidación es el siguiente: Sobre el saldo insoluto se aplica la tasa de interés anual acordada esto es 13.7%, el resultado se divide entre 360 días anuales, para obtener el saldo de interés diario generado. El resultado se multiplica por el número de los días efectivamente transcurridos en el mes de que se trate, dando (como resultado el monto reclamado, como se desglosa en el certificado de adeudo que adjunto de fecha 20 de junio del 2020, emitido por el C.P.  ELIMINADO , al cual me remito y solicito se tenga por reproducido para todos los efectos legales a que haya lugar.”
Del análisis de las manifestaciones antes expuestas se advierte, que es fundada la cantidad que el actor reclama por concepto de intereses ordinarios generados sobre la suerte principal condenada, en el entendido de que las operaciones aritméticas vertidas por el ejecutante, se apegan a lo condenado en sentencia de veintiuno de septiembre de dos mil dieciocho. 

Lo anterior se considera así, debido que el promovente está solicitando el 13.7% trece punto siete por ciento de interés anual, mismo al aplicarse a la suerte principal, en su totalidad es de $974.627.55 (Novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 M.N.), resulta la cantidad de $133,523.97 (Ciento treinta y tres mil quinientos veintitrés pesos 97/100 M.N), la que se multiplica por los años transcurridos, que son tres años, a partir del uno de Junio de dos mil diecisiete, hasta el treinta de Junio de dos mil veinte, se advierte que el resultado de la cantidad total sobre los intereses ordinarios, es de $409,844.42 (Cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro mil pesos 42/100 M.N.). 

Por lo que es procedente condenar a la parte demandada, a pagar al actor la suma de $409,844.42 (Cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios, cuantificados desde el uno de Junio de dos mil diecisiete, hasta el treinta de Junio de dos mil veinte, inclusive, a razón de un 13.7% anual. 

Se concede a la parte demandada el término de tres días contados a partir de que cause ejecutoria esta resolución para hacer el pago de las cantidades aprobadas.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO.- Resultó fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora.

SEGUNDO.- Como consecuencia, se condena a la parte demandada, a pagar al actor la suma de $409,844.42 (Cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios, cuantificados desde uno de Junio de dos mil diecisiete, hasta el treinta de Junio de dos mil veinte, inclusive, a razón de un 13.7% anual. 

TERCERO.- Se concede a la parte demandada el término de tres días contados a partir de que cause ejecutoría esta resolución para hacer el pago de las cantidades aprobadas. 

CUARTO.- Notifíquese por lista.”

La anterior resolución constituye la materia del presente recurso de queja, y respecto de la cual la parte quejosa hace valer de manera sustancial los siguientes motivos de inconformidad: 
a) Que le agravia que una vez que fueron remitidos los autos por el Tribunal de Segunda Instancia al Juzgado Primero Civil y sin que mediara promoción alguna de las partes, la actora presentó un escrito el 24 veinticuatro de junio de 2020 dos mil veinte, donde solicitó la ejecución forzosa de la sentencia reclamada, dictándose un auto el 7 siete de julio del 2020 dos mil veinte, en el cual se acordó:
“EN ATENCIÓN A SU CONTENIDO Y TODA VEZ QUE NINGUNA DE LAS PARTES PRESENTÓ EL DICTAMEN DE VALUACIÓN RESPECTO DEL BIEN INMUEBLE MATERIA DEL PRESENTE JUICIO, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL ARTICULO 481.12 FRACCION IV DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES VIGENTE EN EL ESTADO, ESTE JUZGADO DESIGNA COMO PERITO VALUADOR EN BIENES MUEBLES AL  ELIMINADO .”

Que, el anterior proveído impacta y repercute directamente en la esfera jurídica de la recurrente en virtud de que violó la sentencia ejecutoriada al no requerirla por el pago voluntario, dejándola en total estado de indefensión al violar las normas del procedimiento consagradas en el artículo 14, 16 y 17 Constitucional, pues no le permitió nombrar PERITO VALUADOR en términos del artículo 481.12. de la Ley Adjetiva Civil, dado que conforme a la sentencia dictada por el Juez de Primera Instancia, la ejecución de la misma solo se daría, ante su incumplimiento sin que en dicho fallo se estableciera a partir de cuándo o en qué término se debería realizar el pago voluntario de las prestaciones a que fue condenada, de tal manera que ante tal omisión, para que diera inicio la ejecución de la sentencia, era menester que se realizará el requerimiento previsto en el artículo 982 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, dado que cuando se requiere al enjuiciado para que en cinco días cumpla la condena impuesta con apercibimiento de que se procederá a dictar auto de ejecución a petición del actor, la parte vencida puede asumir tres posibilidades: cumplir voluntariamente, cumplir después del requerimiento o no cumplir, dado que a partir del incumplimiento para forzar a la ejecución, siempre y cuando se encuentren en cantidad liquida las prestaciones a que se condene, mediante la vía de apremio. 
Que por tal razón, en el presente recurso se deberá determinar si efectivamente el inicio y término del plazo para el pago voluntario de la demandada, es el consagrado en el artículo 982 de la ley adjetiva civil señalado en este recurso, o el invocado por el juez, es decir el artículo 481.12 del código en cita. 
b) Que le causa agravio que por auto de 1 primero de septiembre de septiembre de 2020 dos mil veinte, el Juez de Primera Instancia, acordó: 

01/09/2020: POR ÚLTIMO, COMO LO SOLICITA LA PARTE ACTORA CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 481.12 FRACCIONES III, V Y VI, 1062, 1064, 1065 Y 1071 DE LA LEY ADJETIVA CIVIL, SE FIJAN LAS 10:00 DIEZ HORAS DEL PROXIMO 05 CINCO DE OCTUBRE DEL AÑO EN CURSO, PARA QUE TENGA VERIFICATIVO LA PRIMERA ALMONEDA DE REMATE, DEL BIEN INMUEBLE HIPOTECADO EN EL PRESENTE JUICIO CONSISTENTE EN LA INTELIGENCIA DE QUE LA PARTE ACTORA DEBERÁ TENER LIQUIDADA EN SU TOTALIDAD LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN AUTOS PREVIO AL REMATE:
Lo anterior, en virtud que al interponer la recurrente el presente recurso de queja en contra de la planilla de liquidación de intereses, se supondría que la almoneda no se llevaría a cabo en razón de que el Juez en el auto anteriormente transcrito determinó que la parte actora debería tener liquidada en su totalidad la sentencia definitiva previo al remate; que sin embargo, se violó el principio de seguridad jurídica e imparcialidad del juzgador, pues siendo las 10:00 diez horas del día 05 cinco de octubre del año 2020 dos mil veinte, tal y como obra en autos se llevó a cabo dicha almoneda, pero que también, el juez no ha dictado auto o resolución para aprobar o no la adjudicación solicitada por la parte actora del bien inmueble motivo del juicio hipotecario, después de un año, esperando ilegalmente y violando el principio dispositivo, para que la parte actora tenga liquidada la planilla de intereses, que además al haber llevado a cabo la almoneda de remate, el juez viola flagrantemente los derechos Humanos de la recurrente consagrados en La Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 25, 1, 21, 24.

c) Que la falta de requerimiento a la recurrente conforme al artículo 982 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, impacta en la ilegalidad de lo resuelto por el juez, en la planilla de liquidación y en todo el procedimiento de “ejecución de sentencia”, dado que si el Juez Resolutor, a petición de la parta actora, en términos del artículo 982 citado, la hubiese requerido por el pago voluntario a las prestaciones a que fue condenada y dentro del término voluntario hubiese liquidado la suerte principal, y posteriormente en concordancia con el numeral 76 de la ley adjetiva civil procediera a esclarecer el pago de intereses con la parte actora, es incuestionable que una vez realizado el pago de ambas prestaciones el Juicio concluiría y la planilla que se combate seria inexistente.

Que por tal razón, es inconcuso que el juez violó de manera flagrante el principio de cosa juzgada, al haber llevado a cabo la ejecución de la sentencia, en forma distinta a lo ordenado por ésta, por tanto, en el presente recurso se deberá mandar reponer el procedimiento para que en términos del artículo 982 invocado de acuerdo al principio pro persona, se requiere a la recurrente, para que en el término de 5 días de cumplimiento a la sentencia ejecutoriada, respecto del pago a que fue condenada.
Agravios previamente sintetizados que como ya se adelantó resultan inoperantes.

En efecto, en cuanto a los agravios identificados con los incisos a) y b), los mismos devienen inoperantes al no guardar relación con la materia en estudio del incidente de origen, habida cuenta que se hacen consistir en motivos de disenso que controvierten actuaciones relacionadas con la etapa de remate (autos de fechas 7 siete de julio y 1 primero de septiembre, ambos del año 2020 dos mil veinte), que para los juicios hipotecarios contempla el artículo 481.12 de Código de Procedimientos Civiles vigente del Estado de San Luis Potosí
, en tanto que la materia del presente recurso de queja lo constituye la resolución dictada el 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Primero del Ramo Civil de esta Ciudad, en la cual declaró fundada la planilla de liquidación de intereses formulada por la parte actora en términos del artículo 991 del Código Adjetivo Civil en cita
 y cuya litis consistió  únicamente en determinar la cantidad líquida a la que debía ascender la condena establecida de manera ilíquida en la sentencia definitiva que puso fin al juicio de origen, la cual, si bien en ocasiones no requiere mayores conocimientos de derecho, por sustentarse en operaciones aritméticas, no debe perderse de vista que tal resolución requiere de un pronunciamiento esencialmente jurídico, consistente en determinar si el cálculo contenido en la planilla de liquidación, fue realizado de conformidad con los lineamientos jurídicos aplicables, lo cual resulta totalmente ajeno al procedimiento de remate que en su momento procesal se lleva a cabo. De ahí lo inoperantes de los agravios en mención.
En cuanto al inciso identificado con el inciso c), el mismo deviene inoperante, al advertirse por este órgano Colegiado que de la relación de las constancias que integran el sumario, se desprende que, la resolución de 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, que mediante este recurso se controvierte, fue dictada por el Juez de Primera Instancia, en cumplimiento a la diversa sentencia dictada por este mismo Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en el toca 33/2021, de cuyos puntos resolutivos se advierte que conforme al artículo 974 ter, fracción III del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, se declaró insubsistente la resolución interlocutoria de 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno y, en su lugar, se ordenó al Juez Natural que pronunciara otra conforme a los lineamientos establecidos en el considerando quinto de la sentencia, esto es, sin libertad de jurisdicción. 

Resolución del Pleno de 3 tres de junio de 2021 dos mil veintiuno, dictada en el toca 33/2021 que conforme a lo establecido en el artículo 410, fracción III del Código Adjetivo Civil en aplicación
, constituye cosa juzgada, dado que las resoluciones dictadas en los recursos de queja causan ejecutaría por Ministerio Ley, con lo cual resulta inconcuso, que ya no es susceptible de modificación alguna mediante recurso ordinario. 
De ahí que el Juez de Primera Instancia, al declarar fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora, lo hizo en estricto cumplimiento a la ejecutoria dictada en el diverso recurso de queja y con base a los lineamientos señalados, habida cuenta que la resolución dictada en un recurso de queja por este Pleno obliga a los Jueces Resolutores a dictar un nuevo fallo que cumpla cabalmente con lo resuelto en ella, dado que la observancia de las sentencias que al efecto se dicten, es una cuestión de orden público, encontrándose, en consecuencia, los Jueces de Primera Instancia constreñidos a su observancia, conforme a la garantía constitucional de tutela judicial efectiva, prevista por el artículo 17 de la Constitución Federal, en tanto dispone en su párrafo tercero: 
“…Las Leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de sus tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones…” 
Lo que incluye desde luego la ejecución de las sentencias que se dicten en las quejas.  
Así se considera, porque es de explorado derecho que la autoridad de la cosa juzgada, constituye uno de los preceptos fundamentales en que se apoya la seguridad jurídica, y estando en presencia de dicha institución jurídica, como acontece en el caso, la decisión del Juez de origen, es una verdad inmutable o irreversible en cuanto a la cuestión de fondo discutida analizada y resuelta previamente por este Órgano Colegiado; por lo que ya no es factible pretender controvertir dicha cuestión de fondo, en estricta observancia al principio de autoridad de la cosa juzgada, como lo hace en sus agravios la recurrente  ELIMINADO , habida cuenta que la inmutabilidad de la sentencia definitiva descansa en los principios de seguridad y certeza jurídica, consagrados en los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal.

Por tanto, los agravios expresados por  ELIMINADO , en los que plantea nuevamente el estudio de la no procedencia de la planilla de liquidación de sentencia formulada por la parte actora, se estimen inoperantes, por haber sido ya resueltas definitivamente, esas cuestiones por este Pleno y que, constriñeron al Juez Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital a dictar fundada la planilla formulada.

En efecto, resulta inconcuso que si la hoy recurrente se encontraba inconforme con el estudio y los lineamientos establecidos en la ejecutoria dictada el 3 tres de junio de 2021 dos mil veintiuno, en el toca 33/2021, en la cual no se dejó libertad de jurisdicción al Juez Natural, para que éste pudiera entrar al análisis de la oposición hecha valer por la aquí quejosa y en su caso decidir si asistía razón o no a la misma, ésta se encontraba obligada a controvertirlas a través del juicio de amparo, dado que los recursos son medios de impugnación ordinaria y las únicas resoluciones que se podrán recurrir a través de ellos son aquellas que no hubieren adquirido firmeza o alcanzado la calidad de cosa juzgada, pues estas últimas sólo podrán combatirse con el empleo de medios extraordinarios de defensa y, específicamente, a través del juicio de amparo única vía para impugnar la decisión definitiva, pues de hacerse en esta etapa procesal ello equivaldría a examinar las consideraciones vertidas en el fallo que resolvió previamente en definitiva la controversia planteada en el incidente de liquidación de sentencia, lo cual constituye cosa juzgada, en tanto que esta institución jurídica tiene su fundamento en los artículos 14, segundo párrafo y 17, sexto párrafo de la Carta Magna, e implica que lo decidido en un juicio que ha concluido en todas sus instancias ya no es susceptible de discutirse judicialmente.
Ilustra lo anterior, la jurisprudencia sustentada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, en la tesis I.11o.C. J/10 C (10a.), con número de registro digital 2023596, cuya voz y contenido, son del literal siguiente:
“RECURSOS ORDINARIOS EN MATERIA CIVIL. SU NATURALEZA Y CLASIFICACIÓN. El derecho de impugnar las resoluciones judiciales tiene un primer sustento en el artículo 17 de la Constitución General que consagra el derecho de acceso a la justicia; sin embargo, este derecho fundamental aparece más claro en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que consagra los principios del recurso judicial. De esa forma, los recursos regulados en la legislación procesal civil son los instrumentos a través de los cuales el particular podrá impugnar la legalidad de las resoluciones judiciales de toda índole; tienen por objeto confirmar, revocar, modificar o nulificar la resolución combatida. Así, a través de los recursos ordinarios, podrá impugnar tanto aspectos de forma de la resolución que se recurra –como la carencia de fundamentación y motivación, falta de exhaustividad por no analizar los argumentos propuestos o la integridad de las pruebas ofrecidas, incongruencia entre lo pedido y lo resuelto, o la ausencia de los requisitos legalmente previstos para la validez de la resolución respectiva–, como el fondo de lo decidido u ordenado por estimarse que el juzgador recurrido incurrió, entre otras hipótesis, en indebida o incorrecta: I. Fundamentación, motivación o ambas; II. Valoración de las pruebas; III. Interpretación de la ley o la jurisprudencia; IV. Apreciación de la litis; y, V. Análisis de las constancias de autos. Dado que los recursos son medios de impugnación ordinaria, las únicas resoluciones que se podrán recurrir a través de ellos son aquellas que no hubieren adquirido firmeza o alcanzado la calidad de cosa juzgada, pues estas últimas sólo podrán combatirse con el empleo de medios extraordinarios de defensa y, específicamente, a través del juicio de amparo. Los recursos ordinarios se dividen o clasifican en horizontales y verticales: son horizontales aquellos de los que corresponde resolver al mismo juzgador que emitió la resolución recurrida en la misma instancia en que se sustancia el asunto; ejemplo de éstos en los juicios civiles y familiares son el de revocación y el de reposición; los verticales son aquellos de los que conoce un tribunal superior de instancia de aquel que emitió la resolución recurrida; ejemplo de éstos en los juicios civiles y familiares son el de apelación y el de queja.”
En las relatadas condiciones, al haber resultado inoperantes los agravios esgrimidos por  ELIMINADO , lo procedente, conforme a lo establecido en el artículo 974 Ter, fracción II del Código de Procedimientos Civiles vigente del Estado de San Luis Potosí
, es CONFIRMAR la resolución dictada el 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital, en el expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Hipotecario, promovido por  ELIMINADO  representado por su Apoderada Legal  ELIMINADO , en su carácter de cesionaria de  ELIMINADO  en contra de la hoy recurrente, por el cual determinó que resultó fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora.

SEXTO. No obstante que en el caso se actualiza la segunda hipótesis prevista en el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, no es de imponerse multa alguna a la parte quejosa, toda vez que no quedó acreditado que haya procedido con temeridad o mala fe al interponer el presente recurso, ni que haya tenido la dolosa intención de obstaculizar la substanciación del procedimiento para evitar la expedita administración de la justicia. 
SÉPTIMO. En términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación al diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en el artículo 121 del Código de Procedimientos Civiles vigente del Estado, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí. 
Por lo expuesto y fundado es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO. Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia en Pleno, resultó competente para conocer del presente asunto y el trámite seguido se encuentra ajustado a derecho.

SEGUNDO. Los agravios expresados por  ELIMINADO , resultaron inoperantes.
TERCERO. En consecuencia, se CONFIRMA la resolución dictada el 28 veintiocho de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Primero del ramo Civil de esta Ciudad Capital, en el expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Hipotecario, promovido por  ELIMINADO  representado por su Apoderada Legal  ELIMINADO , en su carácter de cesionaria de  ELIMINADO  en contra de la hoy recurrente  ELIMINADO , por el cual determinó que resultó fundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora.

CUARTO.- No ha lugar a imponer a la parte quejosa la multa prevista en el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, por las razones asentadas en el considerando sexto de la presente resolución.
QUINTO. Envíese copia certificada de esta resolución a la actual Jueza Primero del Civil de esta Ciudad Capital, para su conocimiento y efectos legales consiguientes; y, en su oportunidad, archívese el Toca donde corresponda como asunto concluido.
SEXTO. En términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación al diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en el artículo 121 del Código de Procedimientos Civiles vigente del Estado, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

SÉPTIMO.  Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.
Así, por UNANIMIDAD de votos, lo resolvieron y firman los Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Ábrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero y Graciela Treviño Rodríguez, que integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, siendo Ponente la Magistrada Maestra Adriana Monter Guerrero; con ausencia justificada del Magistrado Alejandro Hernández Castillo, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y Da Fe.
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� ART. 973.- El recurso de queja contra un juez se interpondrá por escrito ante el superior inmediato,�dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto reclamado expresando los motivos del�agravio.


Al interponer el recurso, el quejoso deberá hacerlo saber al juez presentándole copia, por�duplicado, del escrito de queja. Una de ellas se agregará al expediente y la otra se mandará�entregar desde luego al colitigante.


El juez, dentro de los tres días siguientes, remitirá al superior su informe con justificación y el�colitigante, dentro de igual término, que se contará desde que reciba la copia, podrá ocurrir al�mismo superior, expresando lo que a su derecho convenga.


Dentro del tercer día de recibido el informe del juez, el superior resolverá lo que proceda.�Será el acuerdo del Supremo Tribunal el que decida las quejas contra los jueces de primera�instancia y los de la capital.


� “ARTÍCULO 14. Son atribuciones del Pleno las siguientes:[…]


XIV. Las demás que les confiera la ley.”


� “ARTÍCULO 971.- El recurso de queja procederá: […]


 II.- Respecto de las interlocutorias dictadas en la ejecución de sentencias;…”


� Ver fojas 163 a 171 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver fojas 263 vuelta a 290 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver foja 299 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver foja 312 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver foja 345 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver foja 390 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver fojas 399 y 400 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver foja 402 de las constancias que integran el recurso de queja.


� Ver fojas 402 a 404 de las constancias que integran el recurso de queja.





� Ver fojas 445 a 455 de las constancias que integran el recurso de queja.








� Ver fojas 459 y 460 de las constancias que integran el recurso de queja.


� ART. 481.12.- Para el remate, se procederá de la siguiente forma:


I.- Cada parte tendrá derecho de exhibir, dentro de los cinco días siguientes a que sea ejecutable la sentencia, avalúo del bien hipotecado, el cual podrá ser realizado por corredor público, por entidad catastral de Gobierno, o por perito valuador inscrito en el Registro Estatal de Peritos,�observándose al respecto lo establecido en la ley de la materia;


II.- Si las partes exhibieren los avalúos en el plazo a que se refiere la fracción anterior y los valores determinados de cada uno de ellos no coincidieren, se tomará como base para el remate el promedio de ambos avalúos, siempre y cuando no exista un treinta por ciento de diferencia entre el más bajo y el más alto, en cuyo caso, el juez ordenará se practique nuevo avalúo, designado a quien deba realizarlo;


III.- En caso de que alguna de las partes no presente el avalúo dentro del plazo señalado, se entenderá su conformidad con el avalúo que haya exhibido su contraria parte;


IV.- Si ninguna de las partes exhibe el avalúo dentro del plazo señalado en la fracción I de este artículo, el juez designará, a costa proporcional de las partes, a quien haya de realizarlo, debiendo estar éstas al avalúo realizado por el perito designado;


V.- Obtenido el valor del avalúo, según el caso que corresponda de acuerdo a las fracciones anteriores, se procederá a rematar el bien respectivo en los términos de lo previsto en el Capítulo IV, del Título Décimo Cuarto de este ordenamiento; y


VI.- La vigencia de los avalúos será de seis meses, los que servirán de base para que se lleve a cabo la primera almoneda de remate. Si entre ésta y las subsecuentes almonedas mediara un�término mayor de seis meses, se deberán actualizar los valores.�En caso de existir recurso de apelación interpuesto por el demandado pendiente de resolverse, el acto de remate sólo podrá llevarse a cabo si la parte actora garantiza, mediante billete de depósito o fianza, los posibles daños y perjuicios que pudiere causarle al demandado. Para tal efecto el Juez deberá fijar, con prudente anticipación, el monto de la garantía, considerando para ello el valor que tendrá el inmueble en el remate respectivo.


La garantía se devolverá a la parte actora una vez que la resolución impugnada haya sido confirmada, o aun cuando ésta modificada que haya sido, no afecte al fondo del negocio.


� ARTÍCULO 991.- Si la sentencia no contiene cantidad líquida, la parte a cuyo favor se pronunció, al promover la ejecución presentará su liquidación, de la cual se dará vista por tres días a la parte condenada. Si ésta nada expone dentro del término fijado, se decretará la ejecución por la cantidad que importe la liquidación, más si manifestare inconformidad, ésta se tramitará en la forma de�incidente.


� “ARTÍCULO 974 TER. La resolución que ponga fin al recurso podrá: […]�III. Mandar reponer el procedimiento o que se emita una nueva resolución;…”


� “ARTÍCULO 410.- Hay cosa juzgada cuando la sentencia causa ejecutoria.�Causan ejecutoria por ministerio de Ley:�III.- Las que resuelvan una queja;…”


� “ART 974 TER. La resolución que ponga fin al recurso podrá: […]


 II. Confirmar el acto impugnado…”
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